DOCUMENTOS CON TACHADURAS Y ENMENDADURA- Valor probatorio / NOMINAS TACHADAS Y/O ENMENDADAS- Impiden demostrar con certeza el monto del salario reclamado. 
Revisado el acervo probatorio, esta Colegiatura aprecia que la única prueba que acreditaría que el demandante en los años 2009 y 2010 ganaba por concepto de salario, la suma de $1.500.000, son las nominas de pago del mes de mayo de 2009 y de abril de 2010, que reposan a folio 17 y 18 del expediente, las cuales no pueden ser tenidas en cuenta, pues carecen de vocación probatoria de acuerdo a lo plasmado en el artículo 261 del Código de Procedimiento Civil,  al estar contenidas en documentos que tienen tachaduras y enmendaduras que impiden partir de ellas para dar por demostrado con certeza el monto del salario en esos años en la cantidad reclamada, además de que no se encuentran refrendados por el empleador, por lo que no es dable impartir ninguna clase de responsabilidad a la sociedad demandada en virtud de los mismos. 

Valga decir, que el salario tomado por el a-quo para liquidar las diferentes acreencias laborales, a los cuales condenó al demandado en su fallo, más que encontrarse probado con el acervo probatorio recaudado en el plenario, se tiene que el demandado en la contestación de la demanda aceptó el hecho 1º, en donde se asegura que dicho monto correspondía a la suma sufragada por el demandante como salario que rigió la relación laboral. 

Cosa distinta sucede con lo relatado en el hecho 9º del mismo libelo introductor del presente proceso, en donde se dice que para el año 2010 el demandante ganaba $1.500.000, hecho que fue negado por el demandado al contestar la demanda, y al carecer la litis de otra prueba capaz de acreditar esta circunstancia, como que el demandante optó por renunciar a las pruebas testimonial y de interrogatorio de parte solicitada en la demanda (ver folio 36 y 37) que bien hubiera aclarado este hecho, no le queda otra salida a la Sala, que confirmar este punto. 

PAGO DE SALARIO- Le corresponde al empleador demandado probar el pago de tales acreencias laborales / PAGO DE SALARIO- Debe probarse a través de documentos o de un principio de prueba por escrito

Basta decir con relación al pago de salarios de los meses de agosto a diciembre de 2010, que le corresponde al empleador demandado probar el pago de tales acreencias laborales reclamadas en el presente debate, y como del plenario se evidencia un total desinterés del ente llamado a juicio en participar en las riendas del presente proceso, resulta a todas luces improcedente esta objeción con el fallo, cuando teniendo la carga probatoria en su cabeza, no la satisfizo. 

Para este punto es conveniente citar el inciso segundo del artículo 232 del Código de Procedimiento Civil, que expone: “Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión” (subrayado de la Sala). 

En el presente caso, ni documento, ni principio de prueba por escrito emergen del expediente, ni se evidencia circunstancia alguna que haya hecho imposible obtenerlo, o que por su valor, o por la calidad de empleador y trabajador de las partes de este proceso, hayan dado lugar a causal alguna de justificación de la omisión de aportar la prueba del pago alegado, razón por la cual, debe confirmarse la decisión censurada

PRESCRIPCIÓN DE LA CESANTÍA – No opera en vigencia de la relación laboral / PRESCRIPCIÓN DE LA CESANTÍA- El término se contabiliza desde el momento de la terminación del contrato de trabajo/ PRESCRIPCIÓN DE LA SANCIÓN POR LA NO CONSIGNACIÓN DE LA CESANTÍA- El termino prescriptivo se contabiliza de manera diferente al de la cesantía.

Ahora bien, varias precisiones se hacen necesarias. La primera con respecto a las vacaciones, de las cuales opera la prescripción para las causadas con anterioridad al 26 de enero de 2007, si se tiene en cuenta que este descanso remunerado es exigible sólo hasta cuando venza el año que tiene el empleador para concederlo; e igualmente, entrando en la segunda precisión,  tampoco opera la prescripción frente a los salarios pretendidos desde agosto a diciembre de 2010, ni a la cesantía anual no consignada oportunamente en el respectivo fondo, pues como ya ha tenido oportunidad de expresarlo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a pesar de que su liquidación sea anual, según lo consagrado en la ley 50 de 1990, la exigibilidad del derecho como tal se presenta cuando termina el contrato de trabajo, razón por la cual los efectos de la prescripción en dicha prestación se contabilizan desde dicha terminación y no antes. Así se pronunció esa Corporación, en sentencia 34393 del 24 de agosto de 2010, M.P., Luis Javier Osorio López: (…)

(…)Es conveniente precisar, que a pesar de que el fenómeno de la prescripción no operó para las cesantías, cosa distinta sucede con la sanción por su no consignación, ya que la exigibilidad de la sanción se presenta a partir del 15 de febrero de cada año, mientras que, como ya se tuvo oportunidad de mencionar en acápites anteriores, el auxilio de cesantía se hace exigible al finalizar el contrato de trabajo, razón por la cual, el término desde el cual se cuenta el término prescriptivo, es diferente para uno y otro concepto. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA  MARTA

SALA LABORAL


(Magistrado Ponente: (José Pablo Otero Montalvo)

Ref. Proceso Ordinario Laboral de MARIO GABRIEL NOGUERA PINEDO, contra FRUTICULA SANTA ELENA LTDA. 
En Santa Marta, a los veintisiete (27) días del mes de enero de dos mil doce (2012), siendo las nueve de la mañana, día y hora señaladas por auto de diecinueve (19) de  enero del año en curso para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el PROCESO ORDINARIO  LABORAL promovido, ante el  Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Santa Marta, por el señor MARIO GABRIEL NOGUERA PINEDO, contra FRUTICULA SANTA ELENA LTDA, se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión.
Acto seguido, se procede a dictar la siguiente SENTENCIA


ANTECEDENTES

El señor MARIO GABRIEL NOGUERA PINEDO, mediante apoderado judicial, entabló demanda ordinaria laboral, contra FRUTICULA SANTA ELENA LTDA, con el fin de que se declare  que entre las partes existió un contrato de trabajo verbal a partir del día 1ª de febrero de 2005 al  31 de diciembre de 2010, y por esta razón, sea condenada la empresa demandada a pagarle el salario correspondiente a los meses de agosto a diciembre de 2010, en razón de $1.500.000; cesantías; intereses de cesantías; indemnización moratoria por no haberse consignado las cesantías de cada año; indemnización moratoria de la cesantía definitiva; prima de servicios; vacaciones, y costas del proceso. 
Para fundamentar sus pretensiones el demandante afirmó que,  ingresó a trabajar en la empresa llamada a la litis el 1ª de febrero del año 2005, en el cargo de administrador mediante contrato verbal, para el cual estipularon un salario inicial de $1.000.000 mensual, ejerciendo las funciones de administrar el cultivo de frutas, dar órdenes a los  trabajadores, ordenar limpieza de abonos y demás labores; que debía trasladarse diariamente de su residencia al lugar de trabajo, que era la finca Santa Elena, ubicada en esta ciudad en inmediaciones de la región denominada El Yucal, cumpliendo un horario de 8 am a 5 pm, sin que por ello se le hiciera reconocimiento de horas extras; el demandante siempre estuvo sometido a  órdenes, se le pagaba un sueldo mensual y prestaba sus servicios en forma personal; que nunca se le reconoció ni pago vacaciones, cesantías ni intereses; que se vio precisado a renunciar al cargo por cuanto desde el 1ª de agosto de 2010 y hasta el 30 de diciembre del mismo año, no se le canceló el valor de su sueldo mensual, el cual era para ese año de $1.500.000, por lo que el demandado esta en mora en el pago de los salarios de cinco meses.
La demanda fue admitida y notificada en debida forma a la empresa demandada, quien al contestarla aceptó los hechos primero, segundo y cuarto, negó el tercero y el noveno, afirmando en cuanto a los demás que se sometía a lo que se demostrara dentro del proceso.  Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y propuso la excepción de prescripción. 

Mediante sentencia de fecha 18 de julio de 2011, el juez de conocimiento que lo es el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Santa Marta,  desató el conflicto jurídico, en cuya virtud declaró la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, condenando a la demandada a reconocer y cancelar por salarios la suma de $5.000.000; cesantías $6.832.000; prima de servicios $6.832.000; vacaciones $2.958.333; intereses de cesantías $710.000; sanción por la no consignación de las cesantías $58.499.999; e indemnización moratoria a partir del día 1º de enero de 2011, la suma de $33.333.33 diarios, hasta por 24 meses a partir del mes 25 si no se han cancelado las prestaciones sociales por las que se elevan condena. 
El a quo, concluyó  que, la parte demandada en su contestación de demanda acepta en el hecho primero, la relación laboral, el término de duración de la misma, el salario, el cargo y las funciones realizadas, en virtud de lo cual, dio por demostrado el contrato de trabajo alegado por el demandante.
Inconforme con esta decisión, los apoderados de la parte demandante y demandada interpusieron recurso de apelación, alegando su contrariedad de la siguiente manera. 

El demandante, en su recurso de alzada, determinó que en la sentencia recurrida al momento de redactar la parte de salarios, cesantías, prima de servicios, vacaciones, intereses de cesantías, indemnización moratoria y la sanción por la no consignación de cesantías, estas fueron liquidadadas especialmente en los años 2009 y 2010 con base a un salario de $1.000.000, cuando lo correcto era un $1.500.000, como aparece en el soporte probatorio que se encuentra en el proceso referenciado, es decir, de la nóminas o plantillas de pago aportada como pruebas en la demanda que dio inicio al mentado proceso. Expone también que la parte resolutiva en su artículo 3, el a-quo absolvió a la parte demandada por las demás pretensiones fijadas en la demanda, negándose al demandante prestaciones adquiridas y otorgadas por las normas  que se rigen a través del régimen laboral colombiano vigente y aplicable para estos casos.
Por su parte, el apoderado de la parte demandada, ataca el fallo de instancia manifestando que, al contestar la demanda, se dijo con respecto al hecho segundo de la demanda, que al demandante le cancelaron los 5 meses de salario (de agosto a diciembre de 2010), en forma personal y en efectivo, como se trataba de un empleado de manejo y confianza éste no firmó documento alguno, por lo que por estos emolumentos no se le debía un solo peso. Considera también que con la contestación de la demanda se presentó la excepción de prescripción y con suma extrañeza observa que la falladora de primera instancia no se pronuncia sobre esta excepción, omisión involuntaria que va en contra de sus intereses. 

Con el objeto de que se desate el recurso de apelación interpuesto por las partes de este proceso, en los precisos términos que se dejaron expresados, y que fueron concedidos en el efecto suspensivo, la totalidad del expediente se encuentra en esta Corporación.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El artículo 35 de la Ley 712 de 2001, en cuanto dispone que “La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación”, limita la competencia del ad quem a los precisos puntos, aspectos o temas respectos de los cuales explícitamente versó la inconformidad del apelante al sustentar la apelación.  

Por lo tanto, al juez de la alzada le está vedado revisar la sentencia o el auto en relación con pretensiones, condenas o decisiones que no hayan sido objeto de reparo expreso y manifiesto del recurrente, desde luego que comportaría predicar de la apelación una connotación de control funcional y oficioso del superior sobre el inferior, que la ley reserva a las hipótesis en que cabe el grado de competencia de la consulta, y, en tránsito por esa vía, desconocer que la sustentación de la apelación pertenece a la esencia de una segunda instancia, que, por regla general, sólo se activa por el impulso de las partes a raíz del perjuicio que les causan las decisiones del juez, que las llevan a mostrarse contrariadas con ellas y a rebelarse por la senda de la alzada.

Soporta, en consecuencia, el apelante la carga de manifestarse respecto de todos los pronunciamientos del juez de que discrepe, de suerte que no hacerlo traduce conformidad con lo resuelto en la providencia apelada y, de contragolpe, prohibición para el superior de extender su revisión a ellos.    

En virtud de lo expuesto, la Sala se circunscribirá a examinar y a pronunciarse sobre los aspectos que merecieron reproche o cuestionamiento de las partes de este proceso, que atacaron el fallo de instancia por la senda de la alzada. De tal suerte que no tocará los temas que dejaron por fuera de su contrariedad con el fallo apelado, conforme se dejó explicado en acápites anteriores.
Teniendo en cuenta lo anterior, y en vista de que ambas partes interpusieron el recurso de apelación contra el fallo de primera instancia, la Sala procederá a realizar el estudio correspondiente, analizando en primer lugar los puntos debatidos por el actor en  la senda de la alzada, para luego entrar en el discernimiento de los puntos planteados por la empresa demandada en su impugnación. 

En ese orden, la Sala percibe que la promotora de la presente acción impugna el fallo de primera instancia, pues considera que el a-quo al imponer las condenas, debió liquidar para los años 2009 y 2010,  por concepto de salarios, cesantías, prima de servicios, vacaciones, intereses de cesantías, indemnización moratoria y la sanción por la no consignación de cesantías, teniendo en cuenta el salario de un millón quinientos mil pesos M/L  ($1.500.000) y no la suma de un millón de pesos M/L ($1.000.000), ya que se encuentra  en el plenario soporte probatorio que acredita que el salario del actor para esos años, se estimaba en esa cuantía. Así mismo considera que al absolver a la demandada de las demás pretensiones de la demanda, es un acto que niega al demandante prestaciones adquiridas y otorgadas por las normas  lábrales.

Revisado el acervo probatorio, esta Colegiatura aprecia que la única prueba que acreditaría que el demandante en los años 2009 y 2010 ganaba por concepto de salario, la suma de $1.500.000, son las nominas de pago del mes de mayo de 2009 y de abril de 2010, que reposan a folio 17 y 18 del expediente, las cuales no pueden ser tenidas en cuenta, pues carecen de vocación probatoria de acuerdo a lo plasmado en el artículo 261 del Código de Procedimiento Civil,  al estar contenidas en documentos que tienen tachaduras y enmendaduras que impiden partir de ellas para dar por demostrado con certeza el monto del salario en esos años en la cantidad reclamada, además de que no se encuentran refrendados por el empleador, por lo que no es dable impartir ninguna clase de responsabilidad a la sociedad demandada en virtud de los mismos. 

Valga decir, que el salario tomado por el a-quo para liquidar las diferentes acreencias laborales, a los cuales condenó al demandado en su fallo, más que encontrarse probado con el acervo probatorio recaudado en el plenario, se tiene que el demandado en la contestación de la demanda aceptó el hecho 1º, en donde se asegura que dicho monto correspondía a la suma sufragada por el demandante como salario que rigió la relación laboral. 
Cosa distinta sucede con lo relatado en el hecho 9º del mismo libelo introductor del presente proceso, en donde se dice que para el año 2010 el demandante ganaba $1.500.000, hecho que fue negado por el demandado al contestar la demanda, y al carecer la litis de otra prueba capaz de acreditar esta circunstancia, como que el demandante optó por renunciar a las pruebas testimonial y de interrogatorio de parte solicitada en la demanda (ver folio 36 y 37) que bien hubiera aclarado este hecho, no le queda otra salida a la Sala, que confirmar este punto. 

En cuanto a la segunda inconformidad del demandante con el fallo apelado, referente a la absolución que imparte el Juez de Instancia, de las demás pretensiones de la demanda, hay que decir, que haciendo una simple comparación entre el petitium  del libelo introductor y las condenas impuestas por el a-quo se encuentra que por todas las solicitudes elevadas en la demanda, el a-quo condenó, así que no tiene ningún soporte jurídico esta objeción a la decisión censurada. 
Analizado lo anterior, procede la Sala a estudiar lo correspondiente a las inconformidades señaladas por la empresa demandada. 

El apoderado de la parte invitada a la litis,  afirma que al demandante se le cancelaron los 5 meses de salario del mes de agosto a diciembre de 2010, en forma personal y en efectivo, y como se trataba de un empleado de manejo y confianza, éste, no firmó ningún documento, por lo que por estos emolumentos no se le adeuda dinero alguno. También elevó reclamo el impugnante al aseverar que con la contestación de la demanda presentó la excepción de prescripción y la falladora de primera instancia guardó silencio al no pronunciarse al respecto. 

Basta decir con relación al pago de salarios de los meses de agosto a diciembre de 2010, que le corresponde al empleador demandado probar el pago de tales acreencias laborales reclamadas en el presente debate, y como del plenario se evidencia un total desinterés del ente llamado a juicio en participar en las riendas del presente proceso, resulta a todas luces improcedente esta objeción con el fallo, cuando teniendo la carga probatoria en su cabeza, no la satisfizo. 

Para este punto es conveniente citar el inciso segundo del artículo 232 del Código de Procedimiento Civil, que expone: “Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión” (subrayado de la Sala). 

En el presente caso, ni documento, ni principio de prueba por escrito emergen del expediente, ni se evidencia circunstancia alguna que haya hecho imposible obtenerlo, o que por su valor, o por la calidad de empleador y trabajador de las partes de este proceso, hayan dado lugar a causal alguna de justificación de la omisión de aportar la prueba del pago alegado, razón por la cual, debe confirmarse la decisión censurada. 
Con respecto a la excepción de prescripción alegada en la contestación de la demanda y que el impugnante señala no fue objeto de pronunciamiento por el Juzgado de conocimiento, la Sala con claridad encuentra que le asiste razón a la parte demandada, ya que a pesar de que se propuso en tiempo la mencionada excepción, el a-quo omitió entrar en su estudio, razón por la cual, esta corporación entra analizar este punto de la siguiente manera. 

El artículo 2512 del Código Civil,  define la prescripción como un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derecho durante cierto lapso de tiempo. 

La prescripción es el fenómeno en virtud del cual, por el sólo hecho del transcurso del tiempo, se adquieren los derechos o se extinguen las obligaciones. 

Las acciones correspondientes a los derechos consagrados en el artículo 151 del Código Sustantivo del Trabajo  y de la Seguridad Social, prescriben en tres años, contados desde la fecha en que la respectiva obligación se haga exigible.  Sin embargo, si dentro del término de esos tres años el trabajador reclama por escrito al empleador o a la entidad correspondiente el reconocimiento de sus derechos, ese reclamo interrumpe el término de la prescripción que venía corriendo, y a partir de ese momento vuelve a contarse el término para que opere la prescripción.  La interrupción de la prescripción sólo tiene efecto una vez; de manera que ocurrida, no puede volver a intentarse.

No puede olvidarse que las excepciones como tal tienen como objeto atacar el derecho pretendido por el demandante o negar el nacimiento del derecho su extinción o su exigibilidad, como es en este caso la excepción de prescripción.

Incursionando en el caso de autos, se  tiene  que la relación laboral que ató a las partes de este proceso, finiquitó el  día 30 de diciembre de 2010, y la demanda fue presentada el día 26 de enero de 2011 (ver folio 8) por lo que ha operado el fenómeno de la prescripción a los derechos demandados causados con anterioridad al 26 de enero de 2008, conforme a los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

 Ahora bien, varias precisiones se hacen necesarias. La primera con respecto a las vacaciones, de las cuales opera la prescripción para las causadas con anterioridad al 26 de enero de 2007, si se tiene en cuenta que este descanso remunerado es exigible sólo hasta cuando venza el año que tiene el empleador para concederlo; e igualmente, entrando en la segunda precisión,  tampoco opera la prescripción frente a los salarios pretendidos desde agosto a diciembre de 2010, ni a la cesantía anual no consignada oportunamente en el respectivo fondo, pues como ya ha tenido oportunidad de expresarlo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a pesar de que su liquidación sea anual, según lo consagrado en la ley 50 de 1990, la exigibilidad del derecho como tal se presenta cuando termina el contrato de trabajo, razón por la cual los efectos de la prescripción en dicha prestación se contabilizan desde dicha terminación y no antes. Así se pronunció esa Corporación, en sentencia 34393 del 24 de agosto de 2010, M.P., Luis Javier Osorio López: 
“3.- De la prescripción de la cesantía.

En este punto conviene aclarar, como ya se advirtió, que el auxilio de cesantía que no fue consignado en la oportunidad prevista en la ley, esto es, antes del 15 de febrero del siguiente año, no se encuentra afectado por el fenómeno jurídico de la prescripción en vigencia de la relación laboral, así la ley disponga que su liquidación sea anual, habida consideración que para efectos de su prescripción debe contabilizarse el término desde el momento de la terminación del contrato de trabajo, que es cuando verdaderamente se causa o hace exigible tal prestación social, en los términos del artículo 249 del C. S. del T..

En efecto, el auxilio de cesantía es una prestación social y cualquiera que sea su objetivo o filosofía, su denominador común es el de que el trabajador solo puede disponer libremente de su importe cuando se termina el contrato de trabajo que lo liga con su empleador. Pues durante la vigencia de su vínculo, no puede acceder al mismo sino en casos especiales que están regulados por la ley, en los cuales se ejerce una de las tantas tutelas jurídicas a favor del subordinado, que procura que sea correcta la destinación de los pagos que por anticipos parciales de cesantía recibe como parte del fruto de su trabajo, acorde con las preceptivas de los artículos 249, 254, 255 y 256 del C. S. del T., 102 ordinales 2 - 3 y 104 inciso último de la Ley 50 de 1990, y artículo 4° de la Ley 1064 de 2006.

En cambio, cuando el contrato de trabajo finaliza, el trabajador puede disfrutar sin cortapisa alguna de dicha prestación, pues la obligación del empleador en ese momento es la de entregarla bien directamente a quien fue su servidor o a través de los fondos administradores según la teleología de la ley.

Se apunta lo anterior, por cuanto ese denominador común no varió con la expedición de la Ley 50 de 1990, que sustancialmente cambió la forma de liquidación del auxilio de cesantía; pues si antes se liquidaba bajo el sistema conocido como el de la retroactividad, ahora, desde la vigencia de dicha ley se liquida anualmente con unas características que en seguida se precisarán.

El artículo 99 de la citada Ley 50 de 1990, contiene seis (6) numerales, de los cuales importan al presente asunto los cuatro (4) primeros, que analizados integralmente y aún uno por uno, nos llevan a la conclusión de que la prescripción del auxilio de cesantía de la forma regulada por el precepto en comento, empieza a contarse desde la terminación del contrato de trabajo y no antes.

El numeral 1° determina que el 31 de diciembre de cada año el empleador debe hacer la liquidación del auxilio de cesantía correspondiente al año calendario respectivo o por la fracción de este, sin perjuicio de la que debe efectuarse en fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo. Es decir, que cuando el trabajador labora todo el año calendario, a 31 de diciembre de ese año se le debe liquidar la prestación. Liquidación que se considera definitiva por ese específico lapso, lo que igual ocurre cuando trabaja una fracción del año. No obstante, cuando el contrato de trabajo se termine en fecha diferente, la liquidación deberá abarcar el período comprendido entre el 1º de enero del año respectivo y el día en que el contrato de trabajo finalice.

El numeral 2° dispone que el empleador de acuerdo con la ley debe cancelar al trabajador los intereses sobre el auxilio, a la tasa del 12% anual o proporcional por fracción sobre el monto liquidado por la anualidad o por la fracción de año.

El numeral 3° establece la obligación para el empleador de consignar en un fondo antes del 15 de febrero del año siguiente al de la liquidación, el monto del auxilio de cesantía correspondiente a la anualidad anterior o a la fracción de ésta. Si el empleador no efectúa la consignación, deberá pagar un día de salario por cada día de retardo.

Y el numeral 4°, que tiene una absoluta claridad que emana de su propio tenor literal, preceptúa que si a la terminación del contrato de trabajo existieren saldos a favor del trabajador que el empleador no haya consignado al fondo, deberá pagarlos directamente al asalariado junto con los intereses legales respectivos, aquí debe entenderse cualquier saldo de cualquier tiempo servido, pues este aparte de la norma no establece límite de tiempo alguno.
Así las cosas, se reitera nuevamente, que el sistema legal de liquidación del auxilio de cesantía actualmente vigente, no modificó la fecha de causación o de exigibilidad de la referida prestación social. Simplemente y desde luego de manera radical y funcional, cambió la forma de su liquidación, pero en lo demás, mantuvo la misma orientación tradicional en cuanto a que solo a la finalización del vínculo contractual laboral, el ex-trabajador debía recibirla y beneficiarse de ella como a bien lo tuviera sin las limitaciones exigidas en los casos en que durante la vigencia del contrato necesitara anticipos parciales o préstamos sobre el mismo.

El hecho de que el empleador renuente a la consignación, le implique el pago de un día de salario por cada día de retardo, no significa que el término de prescripción como modo de extinguir una obligación, empiece desde la fecha límite que tenía para consignar anualmente, pues no es eso lo que regula el artículo 99 de la ley 50 de 1990, sino otra cosa bien diferente y que atrás quedó consignado; pues de otro lado, tampoco debe olvidarse que dicha sanción solo va hasta la finalización del contrato de trabajo, por virtud de que en este momento la obligación de consignar se convierte en otra, cual es la de pagar directamente al trabajador los saldos adeudados por auxilio de cesantía, incluyendo los no consignados en el fondo, como reza el artículo 99 numeral 4° anotado, sin perjuicio de que la sanción por mora que de ahí en adelante se pueda imponer sea la prevista en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 29 de la Ley 789 de 2002.

Por tanto, la obligación de consignar que tiene el empleador no supone que su omisión en ese sentido haga exigible desde entonces el auxilio de cesantía correspondiente a la anualidad o fracción de año en que se causó, por virtud de que la exigibilidad de esa prestación social, en estricto sentido lógico jurídico -y en ello se debe ser reiterativo-, se inicia desde la terminación del contrato de trabajo, momento en que de acuerdo con el numeral 4° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, se insiste, surge para el empleador la obligación de entregar directamente a su ex-servidor los saldos de cesantía que no haya consignado en el fondo, así como los intereses legales sobre ellos que tampoco hubiere cancelado con anterioridad.

Además, frente a la liquidación de la cesantía, con corte al 31 de diciembre de cada año, la cual debe consignarse a más tardar el 14 de febrero del año siguiente, lo que surge es una relación contractual entre el empleador y el fondo, en el que aquél se obliga a consignar al fondo de cesantía administrado por la respectiva sociedad y ésta se compromete a administrar esos recursos en los términos del artículo 101 de la Ley 50 de 1990, en cuya relación, convenio y trámite respectivo, para nada interviene el trabajador y menos le surge obligación alguna que tenga que cumplir en este aspecto.
Así las cosas, la Sala entra a reliquidar las acreencias laborales en las cuales recae la prescripción, de la siguiente manera: 
PRIMA DE SERVICIOS 
	Tiempo
	Formula
	Total primas

	26/ene/2008  - 31/dic/2010 (1055 días)
	1055 días x $1.000.000/360
	$2.930.555.56


VACACIONES
	Tiempo
	Formula
	Total primas

	26/ene/2007  -  31/dic/2010 (1415 días)
	1415 días x $1.000.000/720
	$1.965.277.78


INTERESES DE CESANTÍA
	Tiempo
	Formula
	Total primas

	26/ene/2008  - 31/dic/2010 (1055 días)
	$6.832.000 x $1055 x 0.12/360
	$2.402.586.67


En este punto se hace necesario indicar, que el juzgador de instancia, teniendo en cuenta todo el tiempo  laborado por el trabajador, liquidó por concepto de intereses de cesantía, la  suma de $710.000, valor notoriamente inferior al que a esta Corporación le resulta al liquidarla sin tener en cuenta el tiempo prescrito, y como el demandante nada dijo en torno a la liquidaciones efectuadas por el a-quo, una modificación a este punto violaría el principio de la no reformatio in pejus o reforma en perjuicio para la empresa demandada, razón por la cual, se mantendrá la condena establecida  en primera instancia por este concepto. 
SANCIÓN POR NO CONSIGNACIÓN DE CESANTÍA

	Cesantías sin cancelar
	Tiempo de mora
	Total

	Año 2007 cesantías

Salario mensual $1.000.000

Salario diario $33.333.33
	Mora de 15 de febrero de 2008 al 14 de febrero de 2009.
	$12.000.000

	Año 2008 cesantías
Salario mensual $1.000.000

Salario diario $33.333.33
	Mora de 15 de febrero de 2009 al 14 de febrero de 2010.
	$12.000.000

	Año 2009 cesantías

Salario mensual $1.000.000

Salario diario $33.333.33
	Mora de 15 de febrero de 2010 al 31 de diciembre de 2010.
	$10.499.999

	Total
	
	34.499.999


Es conveniente precisar, que a pesar de que el fenómeno de la prescripción no operó para las cesantías, cosa distinta sucede con la sanción por su no consignación, ya que la exigibilidad de la sanción se presenta a partir del 15 de febrero de cada año, mientras que, como ya se tuvo oportunidad de mencionar en acápites anteriores, el auxilio de cesantía se hace exigible al finalizar el contrato de trabajo, razón por la cual, el término desde el cual se cuenta el término prescriptivo, es diferente para uno y otro concepto. 

De acuerdo a todo lo establecido anteriormente, se modificará el fallo apelado, en lo correspondiente a las condenas por prima de servicio, vacaciones y sanción por no consignación de cesantías, declarando parcialmente probada la excepción de prescripción,  y se confirmará en lo demás. 
DECISIÓN

Se modificará el fallo materia de apelación, sin que haya lugar a decretar condena en costas en la segunda instancia por no haberse causado durante su trámite.

En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A:

Primero. MODIFÍQUESE el punto segundo de la sentencia de fecha  dieciocho (18) de julio de dos mil once (2011), dictada por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Santa Marta, en el sentido de declarar parcialmente probada la excepción de prescripción alegada por la parte demandada respecto a las acreencias laborales por concepto de prima de servicio e intereses de cesantía, causadas entre el 26 de enero de 2008, hacia atrás, y por  concepto de vacaciones, entre el 26 de enero de 2007, hacia atrás, de acuerdo a las razones dadas en la parte motiva de esta providencia, y en consecuencia, condenar a FRUTICOLA SANTA ELENA LTDA, a reconocer y cancelar las siguientes prestaciones: 

	Salarios
	$5.000.000

	Cesantías
	$6.832.000

	Prima de servicios
	$2.930.555.56

	Vacaciones
	$1.965.277.78

	Intereses de Cesantías
	$710.000

	Sanción no consignación de cesantía
	34.499.999

	Indemnización moratoria
	Condenar  a la demandada a cancelar a partir del día 1º de enero de 2011, la suma de $33.333.33 diarios, hasta por 24 meses, y a partir del mes 25  si no se han cancelado las prestaciones sociales por las que aquí se condena, se deberá pagar intereses moratorios, a la tasa máxima de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, hasta cuando el pago se verifique.  


Segundo. Confirmase la sentencia apelada en lo demás. 

Tercero. Sin costas en esta instancia.

Notifíquese y Cúmplase.

Acta No.    002  del  23   de enero de  2012.   

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.

JOSÉ PABLO OTERO MONTALVO

JOHNNESSY DEL CARMEN  LARA MANJARRÉS        ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
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